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SALA DE DECISIÓN PENAL

M.P. JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

Pereira, siete (7) de marzo de dos mil diecisiete (2017)
Aprobado por Acta No. 0196
Hora: 7:30 a.m.
1. ASUNTO A DECIDIR
Corresponde a la Sala resolver la impugnación presentada por el señor Manuel Antonio Morales Naranjo, contra del fallo de tutela emitido el 6 de enero del 2017 por el Juzgado 2º de ejecución de penas y medidas de seguridad.
2. RESUMEN DE LOS HECHOS RELEVANTES
2.1. Informó señor Manuel Antonio Morales Naranjo que el día 10 de marzo de 2015 presentó una solicitud al fondo de PROTECCION S.A. de pensión familiar por su compañera la señora María del Carmen González Suárez.

Igualmente, indicó que COLPENSIONES mediante la Resolución GNR 396449 del 14 de noviembre de 2014 le había negado la pensión de vejez, de acuerdo a lo establecido en la ley 1580 de 2012 reglamentada por el decreto 288 de 2014

Aseguró el actor que desde el mismo momento que presentó la solicitud ante el fondo de Pensiones PROTECCIÓN notó el desconocimiento de sus empleados sobre las reglamentaciones de la pensión familiar, razón por la cual ha recurrido a los jueces de tutela para lograr el ingreso, la solicitud y los traslados.
Afirmó que cumple junto con su cónyuge los requisitos para la mencionada pensión que dispone el artículo 3 del decreto 288 de 2014:

· Ambos están afiliados al régimen de ahorro individual con Solidaridad en la misma Administradora de Fondos Pensiones; el señor Manuel Antonio Morales Naranjo desde el 19 de enero de 2015 y la señora María del Carmen González afiliada desde el 29 de septiembre del 2000.
· Ambos cumplen con los requisitos de devolución de saldos del artículo  de la ley 100 de 1993, según lo expuesto en las resoluciones GNR 396449 y 42055960.
· Aunque no suman entre los dos el capital necesario para obtener una pensión de vejez si lo hacen respecto de las semanas totales; Manuel Antonio Morales Naranjo 239 semanas y María del Carmen González Suarez 912 semanas, para total de 1151 semanas.

· Acreditan más de 5 años de relación conyugal o convivencia permanente, la cual fue declarada en la Notaría 5ª de la ciudad de Pereira donde se informa que conviven juntos hace más de 42 años. 
Agregó que llevan 2 años en trámites para obtener la mesada pensional que necesitan para subsistir como grupo familiar, en tal sentido, ha radicado las siguientes peticiones:

i) El 28 de agosto de 2014 presentó a COLPENSIONES la solicitud de pensión, para cumplir con el requisito de negación para que se trasladaran los aportes a la AFP PROTECCIÓN.

ii) El 10 de marzo de 2015 se radicó solicitud de pensión familiar ante la AFP PROTECCIÓN.

iii) El 27 de junio de 2016 se solicitó por segunda vez a la AFP PROTECCIÓN el reconocimiento de la pensión familiar.

iv) El 19 de enero de 2015 mediante formulario No.140741726 se solicitó a COLPENSIONES el traslado de los aportes a PROTECCIÓN como traslado de régimen.

Indicó que de acuerdo al artículo 6º del Decreto 288 de 2014, el reconocimiento de la pensión familiar se da a partir de la fecha de solicitud, que para el caso se hizo el 10 de marzo de 2015 ante la AFP PROTECCIÓN, sin que a la fecha se haya atendido esa petición de forma eficaz y pronta con el respectivo retroactivo.

2.2. De acuerdo con lo anterior, solicitó: i) la protección inmediata de sus derechos fundamentales a la igualdad, debido proceso, seguridad social, dignidad humana, protección a la tercera edad, derecho de petición, los cuales consideró vulnerados por las entidades PROTECCIÓN S.A., COLPENSIONES y el MINISTERIO DE HACIENDA Y CRÉDITO PÚBLICO y ii) que se disponga lo pertinente al fin que las accionadas ordenen en pago de su derecho pensional con su retroactivo correspondiente de acuerdo al artículo 36 de la ley 100 de 1993.

2.3.  Se tuvieron como pruebas las allegadas a folios 7-27.
3. RESPUESTA A LA DEMANDA 

3.1. COLPENSIONES 
Consideró que el actor ha desconocido el carácter subsidiario de la acción de tutela frente a controversias del sistema de seguridad social entre afiliados, beneficiarios o usuarios, empleadores y entidades administradoras, ya que las mismas corresponde dirimirlas a la jurisdicción ordinaria laboral, máxime cuando el señor Manuel Antonio Morales Naranjo sólo ha presentado una solicitud que fue resuelta mediante resolución GNR 219145 del 22 de julio de 2015 y con la que no ha agotado los mecanismos para reclamar en caso de desacuerdo. Por lo tanto, solicitó que se declarara improcedente la acción de tutela frente a lo pretendido a COLPENSIONES. (Fls 37-39).
Adjuntó copia de la resolución antes aludida. (Fls. 40-42)

3.2 PROTECCIÓN PENSIONES Y CESANTÍAS
Informó que la señora María del Carmen González Suárez solicitó el 10 de marzo de 2015 la pensión de vejez, la cual fue negada a través de comunicado del 14 de julio de 2015 por cuanto no cumplía con los requisitos exigidos en el artículo 64 de la Ley 100 de 1993, por lo que se reconoció la devolución de saldos.
Indicó que revisados los documentos aportados con la solicitud de pensión de vejez inicial, se pudo establecer que en principio era procedente la garantía mínima de pensión familiar; por lo tanto, se procedió a realizar las gestiones para que se efectivizara el traslado del señor Morales Naranjo del Régimen de Prima Media con Prestación Definida hacia PROTECCIÓN S.A, lo que se hizo efectivo el 2 de septiembre de 2016, lo que generó el derecho a percibir el bono pensional y el cual debe estar pagado para que PROTECCIÓN S.A. proceda a solicitar la garantía de pensión mínima.  No obstante, la historia laboral del señor Morales Naranjo presenta un mensaje de rechazo en el sistema interactivo de la Oficina de Bonos Pensionales del Ministerio de Hacienda y Crédito Público, correspondiéndole a la OBP la eliminación del mensaje de rechazo.

Señaló que si bien el accionante presentó un derecho de petición solicitando la pensión familiar, se hace necesario que ambos compañeros alleguen la documentación que se anexa con la respuesta a la demanda de tutela, y además, firmen los formatos pertinentes porque dicha solicitud debe enviarse a la OBP por ser la entidad encargada de reconocer dicha prestación. Además, los compañeros deben acreditar más de 5 años de relación conyugal o convivencia permente, la que debió haber iniciado antes de haber cumplido 55 años de edad, requisito que no ha sido probado ante PROTECCIÓN S.A.   Por lo tanto, solicitó que se requiera a los señores Morales Naranjo y María del Carmen González Suárez para que procedan a diligenciar los formatos necesarios para remitir a la OBP, pues de ello depende el procedimiento para definir una prestación económica como la reclamada por la garantía de pensión mínima de pensión familiar.

Por lo tanto, consideró que esa entidad no ha vulnerado derechos fundamentales al actor.  (Fls 43-45)
3.3 EL MINISTERIO DE HACIENDA Y CRÉDITO PÚBLICO 
Informó que el accionante no ha tramitado ningún derecho de petición ante esa dependencia y que al encontrarse afiliado a la AFP PROTECCIÓN hace improcedente la solicitud de actuación de amparo ante ese Ministerio y la OBP, pues en el sistema interactivo de Bonos Pensionales no existe solicitud de liquidación provisional o de emisión de bono pensional, excepto el de la señora María del Carmen González Suárez que ya fue emitido, redimido y pagado por COLPENSIONES, en el cual no participa la Nación.
Informó también que corresponde a la OBP liquidar, emitir, expedir, redimir, pagar o anular los bonos pensionales y no el de reconstruir la historia laboral del actor, solicitar la liquidación provisional del bono pensional, presentarlo y solicitar su aprobación, etc. Como lo hizo la señora González Suárez, pues esto es responsabilidad de la AFP PROTECCIÓN.

Resaltó que el accionante incurre en una actuación temeraria pues ya había instaurado acción de tutela bajo los mismos hechos y contra las mismas entidades ante el Juzgado Segundo Penal Municipal con Funciones de Control de Garantías de Pereira, despacho que se pronunció aduciendo que para lo pretendido por el actor ante la AFP PROTECCIÓN, debe cumplir con unos requisitos normativos, los que el actor debía acreditar antes de realizar la solicitud de pensión familiar. De igual forma, aseguró que el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, Sala Civil-Familia tiene conocimiento de otra acción de tutela instaurada por el señor Morales Naranjo, con identidad de hechos y donde también se vinculó a la OBP, esta fue admitida el 4 de noviembre de 2016 bajo el radicado 2016-01030 y al momento desconoce lo resuelto por ese Tribunal; razón por la cual, considera que hay un “pleito pendiente”.
Explicó que es la AFP PROTECCIÓN la que primero debe verificar que los afiliados reúnen los requisitos para el reconocimiento de la garantía de pensión mínima de la pensión familiar, y que no han acumulado entre ambos el capital suficiente para la pensión de vejez familiar.  Por lo tanto, consideró que no es procedente la vinculación de la OBP, toda vez que PROTECCIÓN S.A. no ha tramitado, ni si quiera por primera vez una solicitud de liquidación provisional del bono pensional del actor, ni mucho menos ha solicitado la emisión y redención del bono.  En tal sentido, no ha podido definir siquiera que haya derecho a la garantía de pensión mínima de la pensión familiar, trámite que debe definirse previamente y del que esa oficina no es competente.

Recordó que la acción de tutela no es procedente para exigir el reconocimiento, emisión y pago de bonos pensionales pues esta acción es improcedente para otorgar derechos económicos, máxime cuando el actor tiene otros medios de defensa judiciales para la protección de los derechos que reclama como lo es la vía laboral (Fls 50- 72)
4. DECISIÓN DE PRIMERA INSTANCIA

Mediante sentencia del 3 de enero de 2017 el Juzgado 2º de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Pereira, Risaralda, resolvió denegar la tutela de los derechos fundamentales a la igualdad, debido proceso, seguridad social, dignidad humana y de petición del señor Manuel Antonio Morales Naranjo en razón a que sobre sus pretensiones ya existía un pronunciamiento del Juzgado 2º Penal Municipal de Control de Garantías de Pereira, incumpliendo así el actor en su deber contenido en el decreto 2591 de 1991 de informar que había presentado otra acción de tutela sobre los mismos hechos, por lo cual cometió en una conducta reprochable. (Fls.73 y 74).
El señor Manuel Antonio Morales Naranjo fue notificado personalmente del fallo de tutela el 10 de enero de 2017 (Fl 45). 
5. SINOPSIS DE LA IMPUGNACIÓN

Dentro del término para presentar la impugnación de primera instancia, el 11 de enero de 2017, el señor Manuel Antonio Morales Naranjo señaló que en las tutelas que mencionó el A quo se relacionaron distintos hechos, tanto así que con ellas logró el traslado de régimen de Colpensiones a Protección y que esta última diera trámite a la pensión familiar.  Por lo tanto,  argumentó que acudió a la justicia constitucional pues por su condición de enfermo y su edad no le permiten esperar a que se resuelva su petición por la jurisdicción ordinaria laboral.

Solicitó entonces que se revocara la decisión del juez de primera instancia y se le amparan sus derechos fundamentales y se ordenara al fondo de Pensiones Protección, el reconocimiento de la pensión familiar para él y la señora María del Carmen González Suarez. (Folio 77-78).
6. CONSIDERACIONES DE LA SALA

6.1. Esta Sala es competente para conocer de la presente acción, de conformidad con lo  establecido en el artículo 32 del Decreto 2591 de 1991 reglamentario del artículo 86 de la C.N.

6.2. Problema jurídico 
Corresponde a esta Sala determinar si las entidades demandadas y vinculadas vulneraron los derechos fundamentales invocados por la accionante, de manera tal que amerite la concesión o no del amparo o si en el presente caso se configura temeridad frente al asunto puesto en conocimiento, tal como lo indicó el Ministerio de Hacienda y crédito público y ratificó el A quo en su sentencia.

6.3. Sea entonces pertinente hacer un examen previo sobre la configuración de temeridad.  Al respecto, el artículo 38 del Decreto 2591 de 1991 señala:

“Artículo 38. Actuación temeraria. Cuando sin motivo expresamente justificado la misma acción de tutela sea presentada por la misma persona o su representante ante varios jueces o tribunales, se rechazarán o decidirán desfavorablemente todas las solicitudes…”.

6.3.1. De acuerdo a la norma anterior, la Corte Constitucional indicó:  

“con lo dispuesto en el artículo 38 del Decreto 2591 se pretende evitar que los ciudadanos hagan un uso abusivo del derecho con la presentación de dos o más acciones dirigidas a la protección de derechos fundamentales basados en la misma situación fáctica, que además lesiona gravemente la prestación del servicio de la administración de justicia y cercena el derecho fundamental de otros ciudadanos para acceder a ésta, amén  de verse afectado el principio de lealtad procesal frente a la contraparte y la seguridad jurídica.

En tal sentido ha dicho esta Corporación que una actuación temeraria es “aquella que desconoce el principio de la buena fe, en tanto la persona asume una actitud indebida para satisfacer intereses individuales a toda costa y que expresa un abuso del derecho cuando deliberadamente y sin razón alguna se instaura nuevamente una acción de tutela”.[19]
En reiterada doctrina, la Corte ha sostenido que para la configuración de una actuación temeraria deben presentarse de forma concurrente los siguientes elementos:[20] i) identidad de partes, ii) identidad de causa petendi, iii) identidad de objeto y que se haya presentado nuevamente la tutela, iv) sin motivo expresamente justificado. Caso en el cual procede rechazar o declarar la improcedencia de la acción e imponer las sanciones correspondientes. 
Empero este Tribunal Constitucional ha resaltado eventos en los que, pese a existir identidad de partes, identidad de pretensión e identidad de objeto, no se configura la actuación temeraria toda vez que la misma se funda 1) en las condiciones del actor que lo coloca en estado de ignorancia o de especial vulnerabilidad o indefensión en que actúa por miedo insuperable o la necesidad extrema de defender sus derechos, 2) en el asesoramiento equivocado de los profesionales del derecho, 3) en nuevos eventos que aparecen con posterioridad a la acción o que se omitieron en el trámite de la misma u otra situación que no se hubiere tomado como fundamento para decidir la tutela anterior que involucre la necesidad de protección de los derechos, y 4) en la presentación de una nueva acción ante la existencia de una sentencia de unificación de la Corte Constitucional.[21]
Es más, este Tribunal ha dejado sentado en su doctrina que como el ejercicio de la acción de tutela es un derecho fundamental, las restricciones que se apliquen al mismo con el objeto de proteger el adecuado funcionamiento de la administración de justicia, deben estar orientadas por la refrendación de que el accionante ha desplegado una conducta de mala fe,[22] o de tipo doloso[23] en la interposición de las acciones de tutela, de lo contrario no habrá lugar a imponer sanción alguna por temeridad.”  (Ver Sentencia T-169 de 2011)
6.3.2. Según lo acabado de subrayar, la Sala procede a establecer si existe temeridad de la acción, que aseveró el asistente jurídico del Ministerio de Hacienda y Crédito Público y el actor había incurrido con fundamento en el fallo de primera instancia. Al respecto, ese Ministerio aportó copia de los siguientes fallos en donde aparece como accionante el señor Miguel Antonio Morales Naranjo:

- Del 16 de febrero de 2016 emitido por el Juzgado 2º Penal Municipal con funciones de Control de Garantías de Pereira, en el que se negó por  improcedente la solicitud del señor Manuel Antonio Morales Naranjo de reconocimiento y pago del derecho pensional con su retroactivo, toda vez que la prestación reclamada era de índole económica.  En este sentido, se observa que el señor Morales Naranjo indicó que había elevado una solicitud el 10 de marzo de 2015 con el fin de que Protección S.A. le otorgara la pensión familiar, conforme a lo preceptuado en el Decreto 288 de 2014 y en la Ley 100 de 1993. (Fls. 66 y 67).
· Del 5 de abril de 2016 proferido por el Juzgado 4º Penal del Circuito de Pereira, mediante el cual se decretó la  nulidad de lo actuado con el fin de  que el juez de primera instancia vinculara al trámite a ASOFONDOS y a COLPENSIONES (Fls. 68 y 69).
· Del 16 de mayo de 2016 emitido por el Juzgado 2º Penal Municipal con funciones de Control de Garantías de Pereira, el que luego de vincular a ASOFONDOS y a COLPENSIONES, decidió negar por improcedente el amparo deprecado, en el entendido de que la acción constitucional no podía reemplazar las figuras procesales destinadas para que la AFP reconociera la pensión familiar reclamada por el actor, ya que este encontraba afilado a COLPENSIONES (Fls. 70 y 71).
·  Se obtuvo una copia de la sentencia proferida el 2 de diciembre de 2016 por la Sala de Decisión Civil-Familia de este Distrito, bajo el radicado 2016-01030-00, en la que ese Tribunal declaró la carencia actual de objeto del amparo constitucional por hecho superado, en cuanto a la solicitud del accionante del traslado de régimen pensional de Colpensiones a la AFP Protección con el fin de poder acceder a una pensión familiar.  Así mismo, declaró improcedente la acción de tutela frente a la OBP del Ministerio de Hacienda y Crédito Público. (Fls.  4-10, cuaderno de segunda instancia)
6.3.3. Así las cosas, este Tribunal sólo verificará si existe identidad de acciones frente a lo resuelto por el Juzgado 2º Penal Municipal con función de Control de Garantías de Pereira y lo que ahora se estudia, teniendo en cuenta que lo decidido en la Sala Civil Familia de este Tribunal, se fundó en una solicitud de traslado de régimen pensional, situación que difiere a lo ahora analizado.   En tal virtud, se tiene:
 - Identidad de partes:  
Accionante: Manuel Antonio Morales
Accionadas: COLPENSIONES, Fondo de Pensiones y Cesantías Protección y el Ministerio de Hacienda y Crédito Público - OBP
· Identidad de causa petendi:

Reconocimiento de una pensión familiar
· Identidad de objeto:

Que PROTECCIÓN S.A. otorgue a los señores Manuel Antonio Morales Naranjo y María del Carmen González Suárez la pensión de vejez como pensión familiar, la cual fue solicitada el 10 de marzo de 2015 en esa AFP.

6.3.4.   De acuerdo con lo expuesto, la Sala encuentra que si bien es cierto en ambas acciones de tutela la pretensión del actor se fundó en la petición de pensión familiar radicada en PROTECCIÓN S.A. el 10 de marzo de 2015, también lo es que  se evidencia una nueva situación que justifica la petición del presente amparo constitucional y que tiene que ver con el escrito radicado el 29 de junio de 2016 por los  Manuel Antonio Morales Naranjo y María del Carmen González Suárez, en el que indicaron que era el “SEGUNDO DERECHO DE PETICIÓN” (folio 24), y del que no hizo referencia alguna PROTECCIÓN S.A., pese a que en el mismo, el accionante señala que cumple los requisitos legales para la obtención de la pensión aludida, para lo cual adjunta los documentos pertinentes (folio 24 frente y vuelto).

Por lo tanto, la Sala pasará a estudiar el problema jurídico y en tal virtud, determinará si al señor Manuel Antonio Morales Naranjo se le ha vulnerado algún derecho fundamental por parte de las entidades demandadas.
6.4. La acción de amparo se encuentra regida por el principio de subsidiariedad, ya que no se puede acudir a la tutela para suplantar los medios judiciales existentes
, lo cual  obliga al juez a verificar si el medio ordinario resulta idóneo y eficaz para proteger las garantías del actor, con el fin de establecer la procedencia de la tutela.
 De acuerdo con este requisito, la acción de tutela solo será procedente cuando: “(i) no exista en el ordenamiento jurídico un mecanismo judicial, o (ii) existiendo sea ineficaz y/o (iii) inidóneo. En todo caso, (iv) será procedente de manera transitoria cuando se constate la existencia de un perjuicio irremediable. Pues bien, en materia laboral el requisito de subsidiariedad adquiere una connotación particular. La Corte ha sostenido que cuando se trate de controversias relativas al derecho al trabajo, la acción de tutela en principio no es el mecanismo adecuado para debatirlas pues en “el ordenamiento jurídico colombiano prevé para el efecto acciones judiciales específicas cuyo conocimiento ha sido atribuido a la jurisdicción ordinaria laboral y a la de lo contencioso administrativo, según la forma de vinculación de que se trate, y afirmar lo contrario sería desnaturalizar la acción de tutela, concretamente su carácter subsidiario y residual”.  (Subrayas propias)
6.5.  Con respecto al derecho fundamental consagrado en el artículo 23 de la norma superior comprende la posibilidad de presentar peticiones respetuosas ante las autoridades, facultad que está garantizada con la obligación que a éstas les asiste de dar trámite a la solicitud, sin que exista argumento alguno para negar su admisión o iniciar los trámites necesarios para dar la respuesta, la cual debe ser oportuna y emitida dentro de los términos legales establecidos en el ordenamiento jurídico. La petición debe ser resuelta de fondo, refiriéndose de manera concreta a los asuntos planteados y comunicando prontamente lo decidido, independientemente de que la respuesta sea favorable o adversa a los intereses del peticionario. 

6.6. Ahora bien la jurisprudencia de la Corte Constitucional con respecto al término para resolver las solicitudes de pensiones estableció diferentes supuestos en la sentencia T-208 de 2012, para que la entidad encargada de las pensiones resuelva una solicitud frente a un tema de seguridad social, así:

“(i) 15 días hábiles para todas las solicitudes en materia pensional –incluidas las de reajuste– en cualquiera de las siguientes hipótesis: a) que el interesado haya solicitado información sobre el trámite o los procedimientos relativos a la pensión; b) que la autoridad pública requiera para resolver sobre una petición de reconocimiento, reliquidación o reajuste un término mayor a los 15 días, situación de la cual deberá informar al interesado señalándole lo que necesita para resolver, en qué momento responderá de fondo a la petición y por qué no le es posible contestar antes; c) que se haya interpuesto un recurso contra la decisión dentro del trámite administrativo. 

“(ii) 4 meses calendario para dar respuesta de fondo a las solicitudes en materia pensional, contados a partir de la presentación de la petición, con fundamento en la aplicación analógica del artículo 19 del Decreto 656 de 1994 a los casos de peticiones elevadas a Cajanal;

“(iii) 6 meses para adoptar todas las medidas necesarias tendientes al reconocimiento y pago efectivo de las mesadas pensionales, ello a partir de la vigencia de la Ley 700 de 2001. 

“Cualquier desconocimiento injustificado de dichos plazos legales, en cualquiera de las hipótesis señaladas, acarrea la vulneración del derecho fundamental de petición. Además, el incumplimiento de los plazos de 4 y 6 meses respectivamente amenaza la vulneración del derecho a la seguridad social.”
.

Así las cosas, es claro que cuando a la entidad encargada de pensiones se le solicita el reconocimiento de dicha prestación, ella tiene cuatro meses para dar respuesta a la solicitud de fondo, y en todo caso seis meses para tomar las medidas necesarias para empezar a pagar las mesadas pensionales. Es clara la jurisprudencia al establecer que el desconocimiento de dichos términos, no sólo acarrea la vulneración del derecho fundamental de petición, sino también del derecho a la seguridad social, al mínimo vital y a la vida digna; por lo cual a partir de ese entonces, se vuelve procedente el amparo constitucional
.  

En conclusión, en virtud de artículo 23 Superior, las personas tienen el derecho de presentar peticiones respetuosas a la administración y a recibir una respuesta que llene los requisitos planteados por la jurisprudencia en la materia. Dicho derecho cobija las solicitudes que se hagan en materia pensional, frente a las cuales la entidad tiene cuatro meses para dar una respuesta de fondo. Cuando dicho plazo se incumple, no sólo se vulnera el derecho de petición, sino que también se ponen en riesgo los derechos al mínimo vital, a la vida digna y a la seguridad social, frente a lo cual debe entrar el juez constitucional a proteger a la persona.”  (Subrayas propias)
6.7. DEL CASO EN CONCRETO
6.7.1.   De las pruebas allegadas con la demanda, la Sala observa que a folio 27, PROTECCIÓN PENSIONES Y CESANTÍAS mediante escrito del 14 de julio de 2015 le indicó al señor Manuel Antonio Morales Naranjo que frente a la petición de pensión de vejez contaba con un total de 912 semanas cotizadas al Sistema de Seguridad Social en pensión y que en la cuenta de ahorro tenía un saldo de $13.518.130 por aportes obligatorios a esa fecha.   Igualmente, se informó sobre la posibilidad de acceder a la pensión familiar para lo cual debía contar  con la siguiente documentación: i) declaración de unión marital de hecho ante notario público y ii) declaración de ingresos de los cónyuges (formato oficial Protección) con el fin de determinar si era procedente el traslado de Colpensiones del señor Manuel Antonio Morales Naranjo en calidad de compañero permanente por cuanto ese era uno de los requisitos para acceder a la pensión familiar, que ambos cónyuges se encontraran afiliados al RAIS y en la misma administradora de fondo de pensiones.

6.7.2. El Decreto 288 de 2014 contempla en su artículo 2º los requisitos para la obtención de la pensión familiar en el Régimen de Prima Media con Prestación Definida, así:
“a) Estar afiliados al Régimen de Prima Media con Prestación Definida, al momento de la solicitud de la pensión; 
b) Haber cumplido con los requisitos para adquirir el derecho a la indemnización sustitutiva de que trata el artículo 37 de la Ley 100 de 1993 y sus decretos reglamentarios, siempre que dicha indemnización no haya sido pagada; 
c) Sumar entre los dos como mínimo, el número de semanas exigidas para el reconocimiento de la pensión de vejez conforme a lo establecido en el artículo 9° de la Ley 797 de 2003, que modificó el artículo 33 de la Ley 100 de 1993; 
d) Haber cotizado a los cuarenta y cinco (45) años de edad, el veinticinco por ciento (25%) de las semanas requeridas para acceder a una pensión de vejez, teniendo en cuenta el año del cumplimiento de esta edad, de conformidad con la siguiente tabla:
	VIGENCIA 
	SEMANAS REQUERIDAS 

	2004 y anteriores 
	250,00 

	2005 
	262,50 

	2006 
	268,75 

	2007 
	275,00 

	2008 
	281,25 

	2009 
	287,50 

	2010 
	293,75 

	2011 
	300,00 

	2012 
	306,25 

	2013 
	312,50 

	2014 
	318,75 

	2015 y siguientes 
	325,00 


e) Acreditar más de cinco (5) años de relación conyugal o convivencia permanente, que debió haber iniciado antes de haber cumplido 55 años de edad cada uno; 
f) Estar clasificados en los niveles 1 y 2 del Sisbén al momento del cumplimiento de la edad de pensión, de acuerdo con los cohortes definidos por el Ministerio del Trabajo.
Parágrafo. La relación conyugal o convivencia de que trata el literal e) del presente artículo, debe ser acreditada mediante el registro civil de matrimonio o la declaración de unión marital de hecho ante notaría pública, según corresponda. Adicionalmente, debe anexarse una declaración jurada extraproceso rendida por terceros, donde conste la convivencia entre los solicitantes, así como el tiempo de la misma.”
Al respecto, PROTECCIÓN S.A. contestó al Ad quem que el señor Morales Naranjo se había trasladado el 19 de enero de 2016 de COLPENSIONES hacia esa AFP, pero que por la complejidad de dicho traslado, el mismo se había hecho efectivo sólo hasta el 2 de septiembre de 2016 (folio 43, vuelto), lo que generó el derecho a percibir el bono pensional.
6.7.3. De acuerdo a lo anterior, se infiere que mientras se hacía efectivo el traslado del señor Morales Naranjo del Régimen de Prima Media con Prestación Definida  a PROTECCIÓN S.A., el actor radicó el 29 de junio de 2016 otro derecho de petición en PROTECCIÓN S.A., reclamando nuevamente el reconocimiento de la pensión familiar por vejez  al considerar que cumplía con los exigencias legales para acceder a la misma (folio 24).

6.7.4.  Por lo tanto, para esta Sala no es comprensible que  fuera de que no obra prueba alguna de que PROTECCIÓN S.A. se hubiera pronunciado frente a la petición del 29 de junio de 2016 antes aludida, aunque para esa fecha el actor no había acreditado su traslado al Régimen de Ahorro Individual con Solidaridad RAIS, el representante legal de PROTECCIÓN S.A. insista en que no existe una reclamación formal del actor con relación a la pensión familiar y que por lo tanto, debe presentarla en esa entidad.  Igualmente, no es claro que el funcionario de esa AFP conteste al juez de primer nivel que los señores Manuel Antonio Morales Naranjo y María del Carmen González Suárez deben firmar los formatos pertinentes para poder “iniciar” los trámites para remitir el expediente a la OBP para que se pronuncien sobre la prestación pensional solicitada, cuando al accionante no se la ha dado a conocer exactamente cuáles son los documentos que de una vez por todas se requieren para el estudio de su pretensión pensional, lo que vulnera su derecho fundamental de petición en conexidad con la seguridad social.  En relación a esta prerrogativa, la jurisprudencia constitucional ha señalado de manera reiterada que el derecho de petición debe hacerse efectivo con una pronta y oportuna respuesta de la autoridad ante la cual ha sido elevada la solicitud, sin importar que sea favorable a los intereses del peticionario; que debe ser escrita y en todo caso cumplirá con estos requisitos: “1. Oportunidad 2. Debe resolverse de fondo, clara, precisa y de manera congruente con lo solicitado 3. Ser puesta en conocimiento del peticionario. Si no se cumple con estos requisitos se incurre en una vulneración del derecho constitucional fundamental de petición” 
.   Por lo tanto, no bastaba con que PROTECCIÓN S.A. hubiera respondido al juez de primer grado sobre los documentos que no ha aportado el señor Morales Naranjo, sino  que su obligación era haber puesto en conocimiento del interesado las pruebas que debía allegar para que se resolviera lo pertinente a su solicitud prestacional, lo que no ocurrió en este asunto en concreto y en tal sentido, esta situación se reitera, generó la vulneración al derecho fundamental de petición del accionante. 

6.7.5. Se recalca entonces, que como parte fundamental del derecho de petición es que la decisión que tome la administración, en uno u otro sentido, debe ser comunicada oportunamente al particular, por ser el único interesado en la respuesta pretendida, por lo tanto, la información que se da al juez de tutela no constituye respuesta efectiva a la petición del solicitante, tal como lo señaló la Corte Constitucional desde sus inicios, sobre este aspecto, así:

“El Juez parece entender que la ya transcrita comunicación, dirigida a él y no al peticionario, es una respuesta satisfactoria que responde a las directrices jurisprudenciales invocadas en el fallo.

“La Corte debe manifestar que no es así y que, por el contrario, se encuentra acreditada la vulneración del derecho fundamental consagrado en el artículo 23 de la Carta Política.

“Lo que la entidad sindicada de violar el derecho de petición informe al juez de tutela para justificar la mora en la resolución o para suministrar datos sobre el trámite de una solicitud no constituye respuesta al peticionario. El sentido del derecho fundamental en cuestión radica en que sea la persona solicitante la que reciba contestación oportuna. Cuanto se haga luego ante el juez de tutela, puesto que precisamente tal acción tiene por fundamento la violación del derecho, es ya tardío e inútil, a no ser que se trate de probar documentalmente que ya hubo respuesta y que ella se produjo en tiempo, con lo cual se desvirtuaría el cargo formulado.

“Tener por contestación lo que se informa al juez, en especial si -como en este caso- se está reconociendo por el propio ente obligado que todavía no se ha respondido la solicitud, es contraevidente.

“No entiende la Corte cómo puede negarse la protección judicial del derecho cuando un día antes de resolver el Juez ha tenido a la vista la más clara prueba de la negligencia administrativa y de la vulneración de aquél.”  (Ver Sentencia T-388 de 1997)
Así las cosas, esta Sala considera que PROTECCIÓN S.A. no ha estudiado la solicitud de pensión familiar reclamada por el accionante desde el 10 de marzo de 2015 no porque el actor haya desatendido la obligación de aportar todas las pruebas que sirvan de sustento para que proceda el reconocimiento de la prestación reclamada, sino porque la entidad demandada no ha cumplido con su deber de colaboración en dicho procedimiento. Por lo tanto, el accionante no ha sido negligente en la defensa de sus derechos, si se tiene en cuenta que PROTECCIÓN S.A. solamente hizo alusión a los documentos faltantes que son diferentes a los que se relacionaron en la respuesta del 14 de julio de 2015, a sabiendas que en esa oportunidad su objetivo era lograr el traslado de régimen pensional del actor, lo que ya ocurrió el 2 de septiembre de 2016 y mencionó esa AFP la inconsistencia que existe en la historia laboral del accionante en la OBP cuando respondió la demanda de tutela el 29 de diciembre de 2016 y por lo cual solicitó al juez de primer nivel que requiriera al actor y a su compañera para que diligencien los formatos que anexó a dicha contestación, demostrando con ello que la carga de resolver la situación pensional se trasladó completamente al accionante.   

6.7.6. Teniendo en cuenta que el señor Manuel Antonio Morales Naranjo tiene 81 años de edad
, la Constitución Política señala expresamente en su artículo 13, el deber del Estado de implementar medidas encaminadas a garantizar la efectividad del derecho a la igualdad material y la Corte Constitucional ha considerado a las personas de la tercera edad como un grupo merecedor de una protección especial y reforzada, teniendo en cuenta sus condiciones de debilidad manifiesta, las cuales se encuentran vinculadas a su avanzada edad. Por su parte el artículo 13 de la Constitución Nacional consagra que “Todas las personas nacen libres e iguales ante la ley, recibirán la misma protección y trato de las autoridades y gozarán de los mismos derechos, libertades y oportunidades sin ninguna discriminación por razones de sexo, raza, origen nacional o familiar, lengua, religión, opinión política o filosófica.”  De acuerdo a lo anterior, la acción de tutela es procedente para amparar al accionante su derecho fundamental de petición con el fin de que PROTECCIÓN S.A. le informen por escrito a los señores Manuel Antonio Morales Naranjo y María del Carmen González Suárez cuáles son los documentos faltantes y que son indispensables para verificar si procede el reconocimiento de la garantía de pensión mínima de pensión familiar reclamada, debiendo la entidad adjuntar a la respuesta una copia del formato “GUÍA REMISORIA-SOLICITUD DE PENSIÓN FAMILIAR” para que sea diligenciado por los mismos.  De tal manera, que si el accionante cumple con los requisitos para el reconocimiento de la pensión familiar, caso en el cual PROTECCIÓN S.A. deberá remitir la solicitud pertinente a la Oficina de Bonos Pensionales del Ministerio de Hacienda y Crédito Público, de acuerdo a lo consagrado en el artículo 8 del Decreto 288 de 2014 que señala el trámite de reconocimiento de la garantía de pensión aludida.
6.7.7. Como consecuencia de lo anterior, este Tribunal revocará la sentencia estudiada.
DECISIÓN 
Con base en lo expuesto en precedencia, la Sala de Decisión Penal del Tribunal Superior de Pereira, administrando justicia en nombre de la República y por mandato de la Constitución y la ley,  

RESUELVE

PRIMERO: REVOCAR la sentencia de tutela proferida el 6 de enero de 2017 por el Juzgado 2º de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad Pereira, Risaralda, dentro de la tutela interpuesta por el señor Manuel Antonio Morales Naranjo en contra de la AFP PROTECCIÓN S.A., COLPENSIONES y el MINISTERIO DE HACIENDA Y CRÉDIDO PÚBLICO - OBP.
SEGUNDO: TUTELAR el derecho fundamental de petición en conexidad con la seguridad social al señor Manuel Antonio Morales Naranjo.

TERCERO: ORDENAR al representante legal de la AFP PROTECCIÓN S.A. o quien haga sus veces, para que en el término de las cuarenta y ocho (48) horas siguientes a la notificación del presente fallo, le informen por escrito a los señores Manuel Antonio Morales Naranjo y María del Carmen González Suárez cuáles son los documentos faltantes y que son indispensables para verificar si procede el reconocimiento de la garantía de pensión mínima de pensión familiar reclamada, debiendo la entidad adjuntar a la respuesta una copia del formato “GUÍA REMISORIA-SOLICITUD DE PENSIÓN FAMILIAR” para que sea diligenciado por los mismos.  De tal manera, que si el accionante cumple con los requisitos para el reconocimiento de la pensión familiar, PROTECCIÓN S.A. deberá remitir la solicitud pertinente a la Oficina de Bonos Pensionales del Ministerio de Hacienda y Crédito Público, de acuerdo a lo consagrado en el artículo 8 del Decreto 288 de 2014 que señala el trámite de reconocimiento de la garantía de pensión aludida.
CUARTO: Notificar a las partes por el medio más expedito posible y remitir la actuación a la Honorable Corte Constitucional, para su eventual revisión.

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE

JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

Magistrado

MANUEL YARZAGARAY BANDERA

Magistrado

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

Magistrado
WILSON FREDY LÓPEZ 
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